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En el Perú, como en otros países, se tienen distintos componentes que hacen que la 

economía crezca, existen también distintas legislaciones que permiten un mejor 

desarrollo de estos indicadores, asi mediante el Decreto Legislativo N° 1224 y su 

Reglamento1 (y las posteriores modificatorias), se creó el Sistema Nacional de 

Promoción de la Inversión Privada como un sistema funcional para el desarrollo de 

Asociaciones Público Privadas (APP) y Proyectos en Activos, integrado por principios, 

normas, procedimientos, lineamientos y directivas técnico normativas, con el fin de 

promover, fomentar y agilizar la inversión privada para contribuir a la dinamización de 

la economía nacional, generar empleo productivo y competitividad del país. 

(ProGobernabilidad, 2017) 

En esa misma linea, podemos definir a la inversión privada, como el componente más 

volátil del Producto Bruto Interno (PBI), y esto principalmente debido a que la inversión 

depende de las expectativas de los empresarios sobre la evolución futura de la economía, 

como lo afirma  Mendiburu (2004), a esto debemos incluir que la inversión es un 

indicador de vital importancia, pero el análisis del presente ensayo se basa en una 

inversión que esta generada por las empresas que contratan con el Estado y por aquellas 

que realizan interacciones con este. 

Por lo que debemos hacer énfasis, en que las contrataciones con el Estado vienen regidas 

por una legislación, que a lo largo de los años viene siendo modificada, podríamos 

                                                 
1 Decreto Supremo Nº 410-2015-EF 



indicar que desde el año 2012 se vienen registrando cambios más frecuentes, iniciando 

con la Ley N° 29873 y por el Decreto Supremo N° 138-2012-EF. Luego dos años 

después, en el 2014, se publica la Ley N° 30225 y en diciembre de 2015 el Decreto 

Supremo N° 350-2015-EF, ambos vigentes a partir del 09 de enero del año 2016, que 

derogan al Decreto Legislativo N° 1017 y a su Reglamento. (Guerinoni, 2018) 

Y son estas modificaciones las que podrían generar un desorden legal, asimismo 

debemos mencionar que las empresas al realizar contrataciones con el Estado, establecen 

un convenio arbitral, dentro del contrato que realizan, es este el acuerdo por el que las 

partes deciden someter a arbitraje un litigio o controversia, derivados o  relacionados con 

un acto jurídico, sea o no materia  de un proceso judicial, de acuerdo al glosario de 

términos de la Corte Peruana de Arbitraje (2020), es a partir de este convenio arbitral, 

que surge todo el desarrollo del arbitraje, que viene a ser materia de análisis del presente. 

En un mundo ideal, la parte que ha obtenido en su contra un laudo de condena, 

especialmente que lo obligue al pago de una suma de dinero, debería honrar su 

obligación voluntariamente y sin mayor trámite. En los arbitrajes entre privados, es 

posible encontrar con mayor frecuencia que las partes ejecuten voluntariamente el laudo; 

sin embargo, cuando una de las partes es el Estado y es la parte vencida en el arbitraje, 

la ejecución voluntaria suele ser excepcional y un camino tortuoso y decepcionante para 

el Contratista. (Guerinoni, 2018, p.11) 

Es ahí donde surge el problema, del cual quiero encargarme, ya que cuando estos laudos 

no se cumplen, y existe unl incumplimiento de una de las partes, constituye una actividad 

inexpropiable de la autoridad judicial, precisamente porque los árbitros llegan hasta 

donde alcanza la voluntad de las partes; más allá afirma que, escapa a su competencia y 



sólo el juez puede forzar a alguien, si fuera necesario en forma coactiva, a cumplir lo 

establecido en la sentencia. (Cremades, 1977). 

Entonces, el camino tortuoso que nos menciona Guerinoni, ha hecho que muchas 

empresas ya no quieran contratar con el Estado y mucho menos generar una controversia 

que conlleve a un resultado final que no se cumplirá, está disminución de querer realizar 

contrataciones con el Estado, podría conllevar a una reducción de la inversión privada 

por parte de las empresas privadas dentro de nuestro país, y como se mencionó en la 

parte  inicial, si las inversiones depende de las expectativas de los empresarios sobre la 

evolución futura de la economía, debemos tener un cuidado especial con estos laudos 

arbitrales que no se cumplen y que a la larga podrían afectar no solo al sistema legal, 

sino a toda la economía peruana.  

 


